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	Después de tambalear ante el rotundo fracaso de Seattle y en medio del creciente cuestionamiento a su rol, la Organización Mundial del Comercio (OMC) acordó iniciar una ronda de negociaciones durante la Conferencia Ministerial de Doha, celebrada en noviembre de 2001. Se le denominó “Ronda del Desarrollo” y sus acuerdos dibujaron un futuro alentador, generando grandes expectativas a nivel mundial. Sin embargo, después de un año y medio, y muy próximos a la nueva reunión ministerial de Cancún, las negociaciones se encuentran virtualmente empantanadas 


	El mandato de Doha no se ha cumplido según lo programado y la incertidumbre vuelve a reinar en casi todos los frentes de negociación. 

El ambicioso Programa de Trabajo de Doha 

Nadie duda que el Programa de Trabajo aprobado no sin dificultades por los 142 países participantes de la conferencia de Doha es tremendamente ambicioso, dado las áreas temáticas que decidió abarcar. Ellas van desde los problemas de implementación de los acuerdos de la Ronda de Uruguay hasta la mayor liberalización de los sectores agrícola, servicios y propiedad intelectual (que constituyen la llamada “agenda incorporada”), pasando por los “nuevos temas” que surgieron en la conferencia de Singapur de 1996 (política de competencia, inversiones, facilitación de comercio y compras de gobierno). En términos más específicos, los puntos a negociar se resumen en el recuadro siguiente. 

Recuadro: El Programa de Trabajo de Doha 

§ Abordar los problemas de aplicación, especialmente los referidos a agricultura, textiles y al trato especial y diferenciado para los países en desarrollo. 

§ Continuar el proceso negociador en los temas de la agenda incorporada. 

§ Iniciar negociaciones sobre los siguientes temas: el acceso a mercado de los productos industriales, algunos aspectos medioambientales, la clarificación y perfeccionamiento de algunas reglas. Entre ellas se encuentran las medidas anti-dumping, los acuerdos regionales de integración y el mecanismo sobre solución de diferencias; 

§ Continuar el trabajo con vistas a una negociación futura luego de la V Conferencia Ministerial- en los llamados “nuevos temas” o “temas de Singapur”. Además, algunos temas de medio ambiente y el comercio electrónico seguirán analizándose en Grupos de Trabajo sin que exista un compromiso explícito de negociar a partir de la V Conferencia; 

§ Continuar y profundizar acciones sobre varios temas de interés de los países en desarrollo e iniciar programas de trabajo sobre las economías pequeñas, la relación entre comercio, deuda y finanzas, y la relación entre comercio y transferencia tecnológica. 

Esta gran cantidad de temas son de por sí altamente complejos, especialmente los “nuevos temas”, que tradicionalmente han pertenecido al ámbito de las políticas internas. Esto se traduce en mayores niveles de exigencia para todos los países, pero sobretodo para los más pobres que no cuentan con los suficientes recursos humanos, técnicos y financieros para enfrentar una negociación de este tipo. En América Latina la situación es más complicada, puesto que además de las negociaciones de la OMC, los gobiernos están negociando el ALCA con el mismo calendario que cierra en el 2005. 

En Doha no sólo se aprobó un Programa de Trabajo extremadamente complejo y pesado, sino además un calendario de negociaciones que finaliza el 1ro de enero de 2005. Según algunos analistas, este programa con un calendario tan estrecho es mucho más exigente que la propia agenda de negociación de la Ronda de Uruguay que demoró 8 años en culminar. Con ello queda en evidencia que la viabilidad de este programa no parecía tener mayor relevancia para los países poderosos, lo importante era imponer una agenda que posibilitara acelerar y profundizar la liberalización de los mercados y la desregulación de las economías internas según sus intereses. No podía repetirse lo ocurrido en Seattle, había que avanzar a como diera lugar. Ilustrando este dilema, el reconocido neoliberal C. Fred Bergsten, director del Instituto Internacional de Economía, comparó al libre comercio y la OMC con una bicicleta: si no avanzan, colapsan. 

Las negociaciones en el camino a Cancún se empantanan 

Durante la Quinta Reunión Ministerial, que se llevará a cabo en Cancún (México) del 10 al 14 de septiembre de 2003, se tiene programado efectuar un “examen” de la marcha de las negociaciones, así como también decidir si se inician negociaciones sobre los “nuevos temas”. Como era predecible, a pocos meses de esta conferencia, la evaluación del estado de avance de la agenda dista mucho de ser positiva, ya que en las áreas temáticas más importantes no se ha cumplido con los plazos fijados. Así fue reconocido en la reunión del Comité de Negociaciones Comerciales de la OMC a comienzos de abril en Ginebra. 

Con respecto a las materias específicas de negociación, dicha reunión constató que hasta ese momento no se había cumplido con cuatro plazos, relativos a: Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (TRIPS) y acceso a medicinas esenciales; temas de implementación; trato especial y diferenciado para los países en desarrollo; y modalidades de negociación para la agricultura. Por ahora quedan sólo dos plazos en el calendario previo a la reunión de Cancún, uno referente al acceso a mercados no-agrícolas y el otro a las reformas al mecanismo de resolución de disputas, ambos a fines de mayo. En estas áreas no se han logrado avances significativos, por lo cual las negociaciones respectivas también corren el riesgo de no cumplir con los plazos. 

Todos han reconocido que el acuerdo de Doha sobre TRIPS y la salud pública proporcionó una oportunidad para avanzar en la superación de los múltiples problemas que existen en este campo. Sin embargo, los países miembros de la OMC no pudieron alcanzar un acuerdo consensuado antes del plazo establecido (31 de diciembre, 2002). Ello se debió a que Estados Unidos (apoyado por Suiza) se opuso a la declaración de Doha, argumentando que la resolución sobre las enfermedades a cubrir era muy amplia, por lo que según ellos debería aplicarse sólo al VIH/SIDA, malaria y tuberculosis, y otras enfermedades infecciosas de similar gravedad. Como si esto fuera poco, este país introduce además una lista de otras restricciones (sobre la importación de genéricos, entre otras) que, de implementarse, conducirían a terminar definitivamente con la industria farmacéutica local que aún existe en ciertos países en desarrollo, forzando a una mayor dependencia de las empresas transnacionales. Este impasse provocado por la intransigencia estadounidense es altamente preocupante, ya que coloca en cuestión el principal logro de Doha los TRIPS no deberían impedir a los miembros tomar medidas para proteger la salud pública- al restringir el acuerdo original a sólo 3 enfermedades y deja en evidencia el gran poder de lobby que poseen las empresas transnacionales farmacéuticas. 

También venció el plazo para lograr un acuerdo en los temas de implementación, en particular, sobre el trato especial y diferenciado (TE&D) para los países en desarrollo. Como es sabido, el problema central que enfrenta la OMC desde sus inicios tiene que ver con la “aplicación” de los acuerdos de la Ronda de Uruguay, incluyendo la falta de cumplimiento de ciertos compromisos y obligaciones de parte de los países desarrollados (sobre todo los relativos a TE&D) como también dificultades encontradas por los países atrasados en la implementación de las nuevas obligaciones. Estas graves deficiencias provocan grandes desequilibrios que no les permite a los países del Sur “beneficiarse” de la liberalización según ellos. De los casi 95 puntos de preocupación que plantearon los países miembros a la Reunión Ministerial de Seattle (1999), alrededor de 40 estaban relacionados a la Decisión sobre Implementación y otros 50 al Compendium sobre Temas Urgentes de Implementación. 

Más allá de lo que diga la propaganda de la OMC, gran parte de esos temas no han sido abordados, derivando su resolución a la actual ronda de negociaciones. Lamentablemente, los avances hasta ahora han sido insignificantes, numerosos plazos han sido postergados y otros simplemente no se cumplieron. Baste mencionar que el año 2002 finalizó sin que se alcanzara un consenso sobre los puntos del párrafo 12(b) de la declaración de Doha. Ni siquiera hubo acuerdo en cómo proseguir las negociaciones. 

En el caso de los textiles, las posiciones mantenidas por los países en desarrollo exportadores (como Hong Kong, India, Pakistán y Brasil) y por los países desarrollados importadores (Canadá, Estados Unidos y la Unión Europea) no pudieron conciliarse, ya que estos últimos se han negado a incrementar progresivamente las cuotas de acceso de textiles a sus mercados, a pesar del mandato de Doha de buscar una “decisión inmediata” al respecto. Es claro que los países industrializados no quieren renunciar a los grandes beneficios obtenidos por la protección y por el largo período de transición desde el GATT de 1947. Aún más, la Ley de facultades especiales para la promoción del comercio promulgada recientemente en los Estados Unidos contiene disposiciones específicas para garantizar la protección del sector textil de ese país. 

El mismo párrafo 12 (cuestiones transversales) contiene varios mandatos sobre el tratamiento especial y diferenciado para los países en desarrollo a ser cumplidos antes del 31 de julio de 2002. Sin embargo, el Comité de Comercio y Desarrollo, encargado de abordar este tema tan crucial, fue incapaz de concluir sus sesiones extraordinarias con “recomendaciones claras para la acción” antes de esa fecha. El plazo tuvo que prorrogarse hasta diciembre de 2002 y luego hasta la reunión del Consejo General del 10-11 de febrero de 2003, pero igual no hubo consenso. 

La discrepancia básica que ha impedido alcanzar un acuerdo en esta materia tiene relación con las diferentes interpretaciones que los países miembros de la OMC asignan al mandato de Doha. Para los países en desarrollo, este mandato permitiría acercar las 155 disposiciones de TE&D a sus expectativas originales de lograr mayores beneficios de la liberalización comercial-, se trata por tanto de fortalecer estas disposiciones y hacerlas más efectivas y operativas. Esto requiere que algunas de ellas se conviertan en obligaciones, pero sin necesidad de una nueva negociación. En cambio, para los países desarrollados ello sí implicaría iniciar una nueva negociación, la que debe estar abierta a concesiones en otras áreas (trade off). Junto a estas diferencias, existen otros desacuerdos; por ejemplo, si la Sesión Especial es en realidad el “órgano de negociación” adecuado o si debe concedérsele alguna prioridad a las propuestas específicas del acuerdo sobre temas transversales. Por otra parte, si bien todos aceptan introducir un mecanismo de monitoreo del TE&D, aún falta por definir su forma, contenido y estructura. 

La agricultura: el último revés de las negociaciones 

El último revés del proceso de negociación se ha producido en el área más conflictiva de las negociaciones multilaterales, la agricultura. En la Declaración de Doha se reitera el objetivo de liberalizar el comercio agrícola y se encomienda a los países miembros que “celebren negociaciones globales encaminadas a lograr: mejoras sustanciales en el acceso a los mercados; reducciones de todas las formas de subsidios a las exportaciones, con miras a su remoción progresiva; y reducciones sustanciales en la ayuda interna causante de distorsión comercial”. Cabe destacar que el mandato reitera la necesidad de que el trato especial y diferenciado para los países en desarrollo, como parte integrante de todos los elementos de las negociaciones agrícolas, sea obligatorio, operacionalmente efectivo y complementario de las necesidades de desarrollo. 

Como es sabido, las negociaciones sobre agricultura se reanudaron en marzo 2000 y en el último tiempo la discusión se concentró en las “modalidades”; o sea, en una negociación sobre como se negociará en el futuro una mayor liberalización del sector. Sin embargo, el mismo día que expiraba el plazo formal para alcanzar un acuerdo (31 de marzo 2003), el presidente del Comité de Agricultura, Stuart Harbinson, reconocía públicamente el fracaso. El propio Harbinson había dado a conocer a mediados de diciembre de 2003 los múltiples desacuerdos que estaban entrampando las negociaciones y que resumía en 6 puntos: 

§ diferencias significativas en la interpretación del mandato de Doha, 
§ diferentes niveles de detalle en las propuestas de modalidades, 
§ división de los países en desarrollo para el trato especial y diferenciado, 
§ el concepto de trato graduado para ciertos grupos de países en desarrollo, países en fase de incorporación y miembros en transición, 
§ el rol de preocupaciones no-comerciales, y 
§ el vínculo que hacen algunos países miembros de las negociaciones en agricultura con el avance en otras áreas de negociación. 

De esta lista, la interpretación del mandato sobre los subsidios a las exportaciones agrícolas es uno de los temas que despierta más polémica. Si bien casi todos los países miembros concuerdan en su eliminación; la Unión Europea (UE) y otros países (Japón, Noruega y Suiza) no se comprometen con un plazo determinado para cumplir con este propósito. También está en la polémica el tipo de subsidios que comprende el mandato de Doha, si todas las categorías de subsidios (Grupo de Cairns) o sólo los que distorsionan el comercio (UE y Japón). Esto último significaría exceptuar de los acuerdos a aquellos subsidios que “no tienen efectos distorsionadores en el comercio o si lo tienen, es mínimo” (los que conforman la llamada “Caja Verde”). No obstante, varios países en desarrollo y los países del Grupo de Cairns argumentan que también este tipo de subsidios altera negativamente el comercio agrícola mundial. Basta considerar su volumen equivalente a 78 mil millones de dólares anuales y el hecho de que los países industrializados tienden cada vez más a ocultar los nuevos subsidios en la “Caja Verde”. 

Por su parte, varios países en desarrollo demandan más flexibilidad para abordar las cuestiones de desarrollo, incluyendo la seguridad alimentaria y el desarrollo rural. En una posición parecida, aunque más amplia, se encuentran los “Amigos de la Multifuncionalidad” (UE, Japón, Corea, Noruega, Suecia y otros países del Este europeo), que se basan en un concepto de la agricultura que va más allá de lo meramente comercial. 

En cuanto a las causas del fracaso de las negociaciones, Estados Unidos responsabilizó oficialmente a la UE y Japón de esta situación y llamó a los países de ese bloque a apoyar la reforma a la Política Agraria Común (PAC), para así “darle a la Comisión Europea más flexibilidad para cumplir con el mandato de la Ronda del Desarrollo de Doha”. Por su parte, la UE, junto con replicar de manera inmediata estos ataques, anunció la decisión de acusar a Australia ante la OMC por el régimen que protege a la economía del país de las importaciones de alimentos. 

Cabe destacar que mientras transcurrían las negociaciones, tanto la UE como Estados Unidos incrementaban el proteccionismo agrícola. Así, la Comisión Europea decidió continuar el apoyo y los subsidios a la agricultura (grandes empresarios agroindustriales), a pesar que había un compromiso original de terminar con ellos. En tanto, un poco antes Estados Unidos había aprobado la ley de seguridad agraria, que entró en vigor en mayo de 2002. Esta ley prevé un incremento de diversos subsidios y apoyos agrícolas de hasta un total de 73.500 millones de dólares en los próximos diez años. Ambos son los principales predicadores del libre comercio, pero también son los primeros practicantes del proteccionismo agrícola. Sólo países poderosos pueden darse este lujo. 

La “Ronda del Desarrollo” en cuestión 

Las graves insuficiencias que presentan los acuerdos de la OMC y los desequilibrios cada vez mayores que provocan su implementación, son tan evidentes, que todos los países miembros de la OMC lo reconocen. Con el nuevo proceso negociador iniciado en Doha, muchos creyeron que se daba también un primer paso en la superación de aquellas insuficiencias y desequilibrios. Sin embargo, después de un año y medio, y muy próximos a la nueva reunión ministerial de Cancún, las negociaciones se encuentran empantanadas. No se ha cumplido con el mandato de Doha, ni siquiera en temas que parecían de fácil resolución en un corto plazo. 

Las razones de este revés no se encuentran sólo en una agenda compleja y sobrecargada con los temas pendientes y con los nuevos, sino también en las actuales prioridades de las grandes potencias. Por un lado, con la invasión ilegal a Irak, Estados Unidos ha dado otra muestra más que su principal interés es imponer su dominio mundial bajo la excusa de una lucha contra el terrorismo, privilegiando abiertamente el camino unilateral y el uso de la fuerza militar. Por otro lado, la UE se encuentra resquebrajada ante la ofensiva estadounidense y, como lo reconoce el Director General de la OMC, Supachai Panitchpakdi, “está trabajando en sectores y prioridades diferentes: ampliación de la UE, cambios institucionales y la reforma de la Política Agrícola Común”. Ambas potencias continúan promoviendo el “libre comercio” pero sin renunciar al proteccionismo de sus economías, especialmente de los sectores agrícola, textil y farmacéutico. Tampoco están dispuestos a dar concesiones a los países en desarrollo sin nada a cambio, como lo demuestra claramente la negociación acerca de los “temas pendientes”. Lo han dicho con todas sus letras, “no estamos dispuestos a aceptar cambios que alteren de manera fundamental el balance entre los derechos y obligaciones de los miembros”. A la hora de negociar, el lenguaje “amigable con el desarrollo” ha quedado atrás, es cosa del pasado. 

A estas alturas ya es claro que no todos los países miembros están comprometidos por igual con la “Ronda del Desarrollo”. Mientras los países sub-desarrollados buscan avanzar en su agenda, va quedando en evidencia que para las potencias económicas era más bien parte de una estrategia negociadora que incluía concesiones en el lenguaje y ciertas medidas que favorecieran a los países en desarrollo con tal de incorporar los “nuevos temas” en el Programa de Trabajo post-Doha. 

Pero como no hay avances en las cuestiones que interesan a los países sub-desarrollados (agricultura, TRIPS, TE&D, etc.), es muy poco probable que la reunión de Cancún acuerde iniciar por “consenso explícito”- negociaciones en torno a los “nuevos temas”. Tampoco hay acuerdo hasta ahora en los respectivos grupos de trabajo que abordan estas cuestiones. Por ejemplo, en el caso de inversiones, persiste la controversia sobre las definiciones de “inversión” y de “inversionista” y sus implicancias; transparencia; asistencia técnica; disposiciones sobre desarrollo en un posible marco de acuerdo y sobre el uso de un esquema (lista positiva) similar al aplicado por el acuerdo de servicios (GATS). En otro ejemplo, las diferencias son mucho más notorias en las cuestiones de competencia, donde no sólo un gran número de países en desarrollo se oponen a un acuerdo multilateral de competencia, sino que además algunos países desarrollados, entre ellos, Estados Unidos. 

Las negociaciones se han entrampado también por la forma de negociar, ya que “el manejo, la conclusión y la puesta en vigor de los resultados de las negociaciones serán tratados como parte de un “compromiso único" (single undertaking), por lo que nada es definitivo hasta la conclusión de las negociaciones en todas las áreas”. De esta forma, los países en desarrollo han sido colocados ante la disyuntiva de seguir tratando de obtener ciertos logros haciendo nuevas concesiones en ésta u otras áreas o demandan concesiones de parte de los países ricos sin nada a cambio. Dependiendo de la opción tomada, se ampliarán los desequilibrios o se reducirán. 

Si los países perjudicados por los acuerdos de la OMC no toman ahora una posición firme, y ante la posibilidad cierta que se prolonguen los plazos, se corre el riesgo que la “Ronda del Desarrollo” se transforme en una "eterna negociación", en una "historia sin fin", que no da respuesta efectiva a la nueva crisis la tercera en menos de una década- que viven los países latinoamericanos. Peor aún, estas mismas crisis, que están ahogando al continente en un gigantesco mar de pobreza, son principalmente resultado de las políticas liberalizadoras que han aplicado nuestros gobiernos y que la OMC pretende profundizar. 

Por ello mismo, no sólo se trata de imponer una ronda para el desarrollo sino también de redefinir el propio concepto. Adquiere mayor significado y actualidad un desarrollo sustentable y autónomo, interesado en la verdadera democracia y la equidad, en la calidad de vida de los consumidores y la conservación de la biodiversidad. En verdad, toda actividad económica y todo acuerdo comercial deberían colocarse bajo esos objetivos. 

Santiago de Chile, 14 de mayo, 2003. 


